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      Qué hacemos


      ¿Qué hacemos cuando todo parece en peligro: los derechos sociales, el Estado del bienestar, la democracia, el futuro? ¿Qué hacemos cuando se liquidan en meses conquistas de décadas, que podríamos tardar de nuevo décadas en reconquistar? ¿Qué hacemos cuando el miedo, la resignación, la rabia, nos paralizan?


      ¿Qué hacemos para resistir, para recuperar lo perdido, para defender lo amenazado y seguir aspirando a un futuro mejor? ¿Qué hacemos para construir la sociedad que queremos, que depende de nosotros: no de mí, de nosotros, pues el futuro será colectivo o no será?


      Qué hacemos quiere contribuir a la construcción de ese «nosotros», de la resistencia colectiva y del futuro compartido. Queremos hacerlo desde un profundo análisis, con denuncias pero sobre todo con propuestas, con alternativas, con nuevas ideas. Con respuestas a los temas más urgentes, pero también otros que son relegados por esas urgencias y a los que no queremos renunciar.


      Qué hacemos quiere abrir la reflexión colectiva, crear nuevas redes, espacios de encuentro. Por eso son libros de autoría colectiva, fruto del pensamiento en común, de la suma de experiencias e ideas, del debate previo: desde los colectivos sociales, desde los frentes de protesta, desde los sectores afectados, desde la universidad, desde el encuentro intergeneracional, desde quienes ya trabajan en el terreno, pero también desde fuera, con visiones y experiencias externas.


      Qué hacemos quiere responder a los retos actuales pero también recuperar la iniciativa; intervenir en la polémica al tiempo que proponemos nuevos debates; resistir las agresiones actuales y anticipar las próximas; desmontar el discurso dominante y generar un relato propio; elaborar una agenda social que se oponga al programa de derribo iniciado.


      Qué hacemos esta impulsada por un colectivo editorial y de reflexión formado por Olga Abasolo, Ramón Akal, Ignacio Escolar, Ariel Jerez, José Manuel López, Agustín Moreno, Olga Rodríguez, Isaac Rosa y Emilio Silva.

    

  


  
    
      Introducción


      Una nueva mirada laica a una sociedad plural


      La historia moderna de la libertad religiosa y de conciencia nace de manera definitiva con la firma de los tratados de paz de Westfalia en 1648. Se pone fin a siglos de las llamadas «guerras de religión», reconociendo un nuevo principio jurídico regulador de la coexistencia pacífica entre las naciones europeas: el principio de tolerancia religiosa. Principio que, a pesar de su aparente debilidad –tolerar al que no comparte tus ideas es tolerar al «equivocado»–, va conquistando progresivamente todos los ordenamientos jurídicos empapándolos de una nueva mirada abierta y liberal.


      Sobre la tolerancia se irá construyendo, lenta pero inexorablemente, el edificio de la protección de los derechos humanos y de la democracia política. De algún modo, se podría decir que el largo camino de la sociedad moderna hacia la democracia tiene en la instauración de la tolerancia religiosa como paso inicial. Poco a poco se introducen ideas encadenadas en la sociedad europea: si es posible «tolerar» a una nación protestante en centro Europa, ¿cómo justificamos no tolerar a una minoría protestante en nuestra «muy católica» nación?; y si en aquello que preconizamos como lo más importante y determinante, la relación del ser humano con la divinidad, podemos ser tolerantes ¿no deberemos también ser tolerantes con los asuntos del gobierno de los hombres por los hombres? ¿Encontraremos alguna excusa para negar el pluralismo político si garantizamos el pluralismo religioso?


      Y así, primero de la mano de la Gloriosa Revolución inglesa y progresivamente en las diferentes colonias británicas de América del Norte que se fueron independizando –Filadelfia, Vermont, Massachussets, etc.– hasta la Constitución americana de Jefferson, la Declaración de derechos del hombre y del ciudadano de la Revolución francesa, etc., la tolerancia religiosa va empapando los ordenamientos constitucionales. Van tomando forma la libertad religiosa, la libertad de conciencia y los derechos civiles y políticos que, a su vez, a principios del siglo xx, darán paso a los derechos económicos, sociales y culturales. Entonces la actitud abstencionista del Estado frente a las libertades individuales dará paso a la exigencia de una intervención positiva del Estado para garantizar la igualdad de oportunidades.


      Así que la libertad de conciencia –hija directa de la tolerancia religiosa y la libertad de creencias– se instituye no solo como la primera libertad civil, sino también como base y cimiento de todo el edificio de la convivencia en libertad y democracia. Incluso desde la mirada del más frío e insensible racionalismo positivista, el respeto a las creencias religiosas individuales –más allá de la valoración que individualmente pueda hacerse de estas– es el fundamento básico del respeto a la dignidad de la persona y del marco político jurídico que gobierna los asuntos colectivos.


      La libertad de conciencia, de opciones de conciencia –religiosas o no–, que incluye la libertad religiosa, no sólo de creencias sino de expresión y ejercicio individual y colectivo del culto, es hoy un principio y un valor para toda sociedad abierta y para todo ordenamiento que se defina como democrático y de derecho. Años de lucha por la tolerancia y la libertad no pueden tener, en ningún caso, como resultado, el negar a nadie el pleno y efectivo derecho intrínseco a la libertad de conciencia y de creencias.


      Se puede afirmar que, a estas alturas de la historia, las creencias religiosas, la religión, ya no es lo que era en nuestra sociedad. El fenómeno religioso como tal ha perdido el protagonismo y la centralidad que tenía en la vida individual y colectiva en Europa. Hoy cuando hablamos del fenómeno religioso en las personas y en las sociedades contemporáneas nos estamos refiriendo a una realidad profunda y radicalmente diferente a la de hace unas décadas. En España, especialmente, cuando hablamos de religión y de laicidad hoy, nos estamos refiriendo a un fenómeno sustancialmente distinto al del integrismo totalizador que adoptó la forma de nacional-catolicismo durante el franquismo; pero también a algo muy distinto a las lógicas ilustradas laicistas que caracterizaron el siglo xix hasta la Segunda República. Ni siquiera es la plural tolerancia aconfesional de los inicios del actual periodo constitucional.


      Hoy la realidad es otra: la profunda secularización de la sociedad española, la liberalización de las costumbres, el protagonismo de la mujer en todos los espacios sociales, la llegada de población inmigrada con referentes religiosos variados, la ruptura de los grandes relatos capaces de explicar coherentemente la realidad, el sincretismo y el collage de las espiritualidades a la carta, etc. Este cambio lo reflejan estudios y encuestas pero para apreciarlo es suficiente con pasear por un pueblo o una ciudad con los ojos abiertos. Y sin embargo, aunque el mapa sociológico de las creencias en nuestro país es muy diferente, seguimos mirándolo con las respuestas tradicionales, con las dos grandes y anticuadas constelaciones de respuestas. Por un lado, con las soluciones integristas del medievo que marcan el tradicionalismo anti-ilustrado que llega hasta nuestros días; y por otro lado, con las respuestas ilustradas y laicistas surgidas en el siglo xviii. Ambas con todos sus matices, tendencias, precisiones y debidamente tuneadas para cada momento histórico pero conservando ese regusto polvoriento y cerrado de otros tiempos.


      Estas posiciones son incapaces de dar respuestas a una realidad compleja, cibernética, dinámica y cambiante, acelerada y desacomplejada, y se reducen a mantras repetitivos que evitan profundizar en un debate que, por motivos históricos y de imaginario colectivo, nos parece incómodo y postergable. Pero la realidad es tan clara que ya no lo podemos postergar y no lo queremos postergar.


      Habrá que empezar sabiendo de dónde venimos, aunque sea a través de un acelerado y necesariamente simplificador recorrido histórico que nos permita encontrar aquellos elementos que todavía hoy nos marcan y condicionan y nos impiden dar respuestas más adecuadas a la realidad del fenómeno religioso contemporáneo.


      En segundo lugar abordaremos lo que nos está pasando. Cómo muchos de los problemas e interrogantes que tenemos planteados carecen de respuestas coherentes, y cómo el sistema en su conjunto se diluye en contradicciones e imprecisiones que nos obligan a redefinir las políticas públicas en relación al hecho religioso.


      Todo nos llevará a un ¿qué hacemos? que nos permita repensar las políticas de laicidad, de pluralismo y de gestión pública de la diversidad de opciones religiosas y de conciencia desde una lectura desacomplejada de la realidad, dotándonos de instrumentos coherentes, simples y eficaces para dar respuestas a una complejidad que no tiene por qué ser confusa.


      En definitiva, una aproximación a la realidad desde una lectura más propia de nuestro tiempo, pero también desde una lectura nueva de la laicidad. No esa lectura secularizadora y fuerte de la primera ilustración que en sus expresiones más insensibles podría llegar incluso a la intolerancia, sino una lectura humana y sensible –de la ilustración escarmentada– que lleve a entender cómo opciones de conciencia diversas pueden convivir desproblematizadamente en una misma comunidad política. Y es que la realidad nos lo ha puesto fácil: hoy la religión ya no es, para casi nadie, el castillo en el que atrincherarse para imponer a otros sus decisiones éticas.


      Por eso la laicidad aparece en este nuevo contexto, no sólo como la reivindicación de separación y neutralidad en el espacio público, sino también como una norma reguladora de la convivencia entre opciones de conciencia diversas y plurales. Una laicidad capaz de ordenar las relaciones de convivencia sin que nadie vea o sienta dañada la libre búsqueda de su felicidad y su autodeterminación ética. Una laicidad que desarrolla su amplia capacidad mediadora para dar respuesta a los inevitables conflictos que la complejidad conlleva.

    

  


  
    
      I. ¿De dónde venimos? Un pasado remoto pero muy presente


      Venimos, como gran parte de Europa, de una historia rica y compleja pero a menudo también vergonzante, donde en la mayoría de las ocasiones la cuestión de la gestión de la diversidad y de las políticas vinculadas a las identidades se han resuelto con el recurso a la violencia, la opresión y la exclusión; en ocasiones llegando al genocidio. Hay que reconocer que la historia del viejo continente no es un ejemplo de soluciones positivas a la gestión de la diversidad, ni en su territorio ni en sus aventuras colonialistas.


      Este pasado de represión, persecución y muerte, de dogma contra la libertad, y de identidad cerrada e inmutable, pervive en nuestro imaginario colectivo más allá de lo que somos conscientes. En nuestro país reaparece detrás de muchas políticas reactivas con las que tendemos a abordar, más instintiva que racionalmente, la diversidad de religión y de conciencia.


      La Iglesia católica, centro de la vida pública y guardiana de la moral privada


      El año 1492 se convertirá en la fecha crítica del inicio de nuestro proceso de homogeneización nacional, centrado en la religión. Aquel que no sea católico, será rechazado. Los judíos, y después los musulmanes, son obligados a convertirse bajo la amenaza de la expulsión. Miles serán efectivamente expulsados. Los conversos, a su vez, se verán sometidos a la vigilancia inquisitorial. Se produce así una fuerte institucionalización de la religión en el marco del Estado con la Inquisición como brazo ejecutor del terror integrista. El siguiente paso será la represión de los seguidores de la reforma protestante; incluso los humanistas «demasiado críticos» con la jerarquía católica caerán bajo sospecha.


      De forma involuntaria, la persecución a los protestantes españoles será fundamental para el primer antecedente de la regulación de la tolerancia en Europa. Con anterioridad al famoso Edicto de Nantes de 1598 que ponía fin a las cruentas guerras de religión francesas –con el dramático episodio conocido como «La noche de San Bartolomé» del 24 de agosto de 1572–, el Rey Segismundo de Transilvania había dictado ya un edicto de tolerancia religiosa con el que daba refugio a los unitaristas (protestantes) seguidores de Miguel Servet. Este, negando el dogma de la Santísima Trinidad había tenido que huir de la persecución de la Inquisición, siendo desvelada su identidad y detenido por indicación de Calvino en Ginebra, donde fue condenado a arder en la hoguera. Sus seguidores buscaron refugio para sus iglesias unitaristas por Europa, siendo acogidos por el Rey de Transilvania, quien se comprometió a tolerar la diversidad religiosa bajo el recuerdo de las palabras del sabio Miguel Servet: «ni con estos ni con aquellos estoy de acuerdo en todos los puntos, ni tampoco en desacuerdo. Me parece que todos tienen parte de verdad y parte de error y que cada uno ve el error del otro, mas nadie el suyo... Fácil sería decidir todas las cuestiones si a todos les estuviera permitido hablar pacíficamente en la iglesia contendiendo el deseo de profetizar».


      Llegamos así al siglo xviii de la Ilustración y las luces. Parte de nuestra elite social y política, a pesar de las resistencias institucionales, abrirá la puerta a la modernización y atenderá entusiasmada al espíritu racionalista y liberal de los nuevos tiempos. Pero será en el siglo xix cuando se produzca la primera oleada de la secularización en España, si bien con un origen complejo. La respuesta a la invasión franco-napoleónica sitúa las ideas liberales y la tolerancia como una imposición afrancesada en contra de nuestras esencias patrias. Este argumento estará recurrentemente presente en nuestra vida política hasta la Constitución de 1978. Este fenómeno explica que nuestra primera Constitución, «la Pepa», hecha en Cádiz hace 200 años en la línea de las tendencias marcadas por las revoluciones liberales en Europa y América, afirmara en su artículo 12 que: «La religión de la Nación española es y será perpetuamente la católica, apostólica, romana, única verdadera. La Nación la protege por leyes sabias y justas, y prohíbe el ejercicio de cualquier otra».


      La necesidad de modernizar la agricultura y dinamizar la vida económica llevará a la conocida como «desamortización de Mendizábal» (1836). Se expropiaron grandes extensiones de tierra improductiva propiedad de la Iglesia católica y fueron repartidas. Es en este contexto en el que aparece el anticlericalismo como respuesta a las históricas formas de opresión, explotación e incultura articuladas desde las estructuras eclesiásticas. Las sucesivas Constituciones españolas (1837, 1845, 1869 y 1876) muestran la difícil y tensa modernización de nuestra sociedad y en todas ellas se hace patente el conflicto entre clericales y anticlericales. Analizando las diferentes Constituciones españolas podríamos tener una impresión de avances y retrocesos consecutivos con un modelo muy musical… un pasito «p’alante», María, un pasito «p’atrás». Pero la realidad muestra largos periodos de confesionalismo estatal con escasos momentos de libertad.


      Pieza clave para entender la perpetuación del peso de la Iglesia católica en la sociedad española del siglo xix, al contrario de lo que ocurre en otros países de nuestro entorno, es la firma del Concordato de 1851 entre Isabel II y el Papa Pío IX. Es negociado por el político conservador Bravo Murillo y con él España paga sus culpas por la desamortización. Antes se ha hecho la restitución de bienes a la Iglesia con la Ley de Donación de Culto y Clero de 1845, afirmando en su primer artículo que: «La religión católica, apostólica, romana que, con exclusión de cualquier otro culto, continúa siendo la única de la nación española, se conservará siempre en los dominios de S. M. Católica con todos los derechos y prerrogativas de que debe gozar según la ley de Dios y lo dispuesto por los sagrados cánones».


      A pesar de todo, durante este periodo –aunque de forma exorbitantemente lenta–, se ha ido rompiendo la homogeneidad religiosa. El catolicismo debe ahora competir con otras ideas –religiosas o no– y va progresivamente perdiendo el monopolio de la verdad y asistiendo a la secularización progresiva de las instituciones civiles. Como hecho clave se separan el delito y el pecado que durante mucho tiempo habían sido una unidad conceptual irrompible. Es el primer proceso de secularización y hace que nazcan las relaciones Iglesia–Estado.


      La Segunda República: una España laica


      Después de un principio de siglo plagado de revueltas liberales y explosiones de anticlericalismo frente al control de la Iglesia católica sobre amplios aspectos de la vida económica y social –educación, costumbres y moralidad–, llegamos a la proclamación de la República en 1931. La tensión modernizadora del país llega a su culmen. La nueva Constitución republicana reconocerá, como nunca se había hecho hasta ese momento, la libertad de conciencia en un marco jurídico plenamente laico.


      Es muy expresivo el artículo 27 de esta Constitución cuando afirma que: «la libertad de conciencia y el derecho de profesar y practicar libremente cualquier religión quedan garantizados en el territorio español, salvo el respeto debido a las exigencias de la moral pública. Los cementerios estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción civil. No podrá haber en ellos separación de recintos por motivos religiosos. Todas las confesiones podrán ejercer sus cultos privadamente. Las manifestaciones públicas del culto habrán de ser, en cada caso, autorizadas por el Gobierno. Nadie podrá ser compelido a declarar oficialmente sus creencias religiosas (…)». Este era continuación de un artículo 26 que regulaba la financiación de las confesiones y marcaba la neutralidad del Estado, pero que mostraba las consecuencias del conflicto clericales-anticlericales que se había prolongado un siglo: «(…) Quedan disueltas aquellas órdenes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legítima del Estado, sus bienes serán nacionalizados y afectados a fines benéficos y docentes.


      Las demás órdenes religiosas se someterán a una ley especial votada por estas Cortes constituyentes y ajustada a las siguientes bases:


      1ª. Disolución de las que, por sus actividades, constituyan un peligro para la seguridad del Estado.


      2ª. Inscripción de las que deban subsistir en un registro especial dependiente del Ministerio de Justicia.


      3ª. Incapacidad de adquirir y conservar, por sí o por persona interpuesta, más bienes que los que, previa justificación, se destinen a su vivienda o al cumplimiento directo de sus fines privativos.


      4ª. Prohibición de ejercer la industria, el comercio o la enseñanza.


      5ª. Sumisión a todas las leyes tributarias del país.


      6ª. Obligación de rendir anualmente cuentas al Estado de la inversión de sus bienes en relación con los fines de la asociación.


      7ª. Los bienes de las órdenes religiosas podrán ser nacionalizados».


      La afirmación de Manuel Azaña de que «España ha dejado de ser católica» tenía más de voluntad constructora, educativa y dimensión social, que de referencia a creencias individuales, como él mismo explicitó en su discurso. Y es que más allá de las tensiones con las esferas católicas y las connivencias conspiradoras de estas con los sectores más reaccionarios que veían en el nuevo orden un peligro real para sus intereses económicos y políticos, la Segunda República encontraba su verdadera dimensión laica en la instrucción pública –la educación–. El ministro republicano Marcelino Domingo afirmaba que el maestro era el primer ciudadano de la República y que la República ante todo era una biblioteca y una escuela en cada pueblo de España. La veracidad de esta concepción tiene su expresión más clara en la definición del llamado «alzamiento nacional» como de una cruzada contra la educación laica.


      La España nacional–católica


      Desde sus inicios, el alzamiento golpista contra el gobierno legítimo de la República adoptó para el conflicto civil provocado la denominación de «cruzada», que se había reservado para aquellas guerras santas que tenían por objeto liberar un territorio perdido por la cristiandad en su lucha medieval contra el islam. El régimen dictatorial recuperó así la vieja idea-respuesta de 1492 de la homogeneización religiosa: hacer de la religión católica, no la religión del Estado, sino parte intrínseca del régimen y de la nueva identidad nacional española. El ser católico pasó de nuevo a ser una condición de facto para acceder a la ciudadanía, determinando una vez más que el que no fuese católico tenía de irse al exilio, convertirse o esconder sus ideas. Mediante una impresionante maquinaria totalizadora, desde las escuelas, la vida social, los medios de comunicación, el aparato policial y las instituciones del Estado, se inició una implacable política de control de la moral y las costumbres como acicate de la represión de las libertades.


      El principio segundo de la Ley de Principios del Movimiento Nacional, dice: «La Nación española considera como timbre de honor el acatamiento a la Ley de Dios, según la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única verdadera y fe inseparable de la conciencia nacional, que inspirará su legislación». Se da así carta de naturaleza al papel ideológico y de control social de la Iglesia católica y nace el marco político definido como nacional-catolicismo. La nueva situación no es la versión extrema del clericalismo en el paradigma clerical-anticlerical que llevaba funcionando un siglo, sino una nueva versión de la política de religión de los Reyes Católicos.


      A partir de este momento la Iglesia católica se introduce en el aparato del Estado y lo sostiene ideológicamente. El primer paso será la transmisión del nuevo concepto de ciudadanía y los valores que la inspiran. Un manual escolar de primaria utilizado en los primeros años de la dictadura lo explicaba así: «Los ideales del glorioso Alzamiento Nacional fueron: la defensa de la civilización cristiana y patria; el restablecimiento del orden; la mejora del obrero y de las clases humildes; la propagación de la cultura hispana y la repulsión de las doctrinas marxistas y comunistas. Ha devuelto a España su tradicional sentido religioso, anulando la obra sectaria y masónica de la República». Habría que preguntarse qué podrían llegar a entender niños y niñas de seis años de todos estos conceptos juntos en un párrafo.
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